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Honorable Cámara de Diputados:

A S.E. EL 

PRESIDENTE

DE LA H. 

CAMARA DE

DIPUTADOS.

En uso de mis facultades constitucionales, presento a vuestra consideración un proyecto de Ley cuyo objeto es cambiar la gradualidad de la entrada en vigencia de la reforma procesal penal.

I.	LA REFORMA PROCESAL PENAL, UNA PAULATINA REALIDAD.

La reforma procesal penal ha comenzado a implementarse exitosamente en las regiones Cuarta de Coquimbo y Novena de La Araucanía, producto de un gran esfuerzo desplegado por el Poder Judicial, el Ministerio Público, por la Defensoría Penal Pública, el Ministerio de Justicia, las Policías de Investigaciones de Chile y Carabineros de Chile, por Gendarmería de Chile, el Servicio Médico Legal y el Servicio de Registro Civil e Identificación. 

Gran parte del éxito con que se viene implementando esta reforma se debe al trabajo desarrollado por estas instituciones, por las Corporaciones de Asistencia Judicial, por la Academia Judicial y la Corporación Administrativa del Poder Judicial, por el Ministerio de Obras Públicas, el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Bienes Nacionales, por el Ministerio de Planificación y Cooperación, por la Contraloría General de la República, por las autoridades de cada una de las regiones, instituciones todas que han tenido una relevante participación en el proceso de implementación, ya sea en relación con la capacitación de jueces, fiscales y defensores, de policías, peritos y otros actores relevantes; ya en la gran inversión en infraestructura que se viene realizando, ya en la inversión en informática, o en la gran apuesta en recursos humanos.

No podemos, tampoco, omitir la enorme importancia que han tenido los grupos organizados de la sociedad civil, las universidades, medios de comunicación, fundaciones y corporaciones privadas que han contribuido desde sus quehaceres respectivos al exitoso impulso que ha tenido esta gran reforma al sistema de enjuiciamiento criminal.

Tal y como se señaló en su oportunidad, se trata de la gran reforma a la justicia chilena, la reforma del siglo veinte, con la que se dio inicio al siglo veintiuno.

II.	NORMATIVA VIGENTE QUE ESTABLECE LA GRADUALIDAD DE LA ENTRADA EN VIGENCIA DE LA REFORMA PROCESAL PENAL.

Desde el punto de vista de la entrada en vigencia de la reforma procesal penal, la Constitución Política de la República, a través de la Disposición Trigésima Sexta Transitoria, contenida en la Ley de Reforma Constitucional Nº 19.519, de 1997, incorporó la noción de gradualidad; esto es, se indicó expresamente que la ley orgánica constitucional del Ministerio Público podría "establecer fechas diferentes para la entrada en vigencia de sus disposiciones, como también determinar su aplicación gradual en las diversas materias y regiones del país.".

En efecto, la Ley Nº 19.640, de 1999, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en su artículo 4º transitorio estableció la gradualidad con la que la reforma procesal penal entraría en vigencia, señalando al efecto que las "normas que autorizan al Ministerio Público para ejercer la acción penal pública, dirigir la investigación y proteger a las víctimas y los testigos entrarán en vigencia con la gradualidad que se indica a continuación, plazos que se contarán a partir de la fecha de publicación en el Diario Oficial de la presente ley:

IV y IX Regiones	14 meses.

II, III y VII Regiones	24 meses.

Región Metropolitana	36 meses.

I, V, VI, VIII, X, 

XI y XII Regiones	48 meses.".

De esa manera, se fijó el orden en que las diversas regiones del país se irían incorporando al nuevo sistema de enjuiciamiento criminal, señalándose los plazos en que ello ocurriría.

Luego, habiendo surgido interpretaciones diversas y con la finalidad de esclarecer la fecha exacta en que el nuevo proceso penal debía comenzar a regir en cada región, se incorporó al Código Procesal Penal el artículo 484, en el que se varió la técnica legislativa con la finalidad antes indicada, estableciendo:

"Art. 484. Entrada en vigencia respecto de hechos acaecidos en el territorio nacional. Este Código comenzará a regir, para las distintas Regiones del país, al término de los plazos que establece el artículo 4º transitorio de la Ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público. En consecuencia, regirá para las Regiones de Coquimbo y de la Araucanía desde el 16 de diciembre de 2000; para las regiones de Antofagasta, Atacama y del Maule desde el 16 de octubre de 2001; para la Región Metropolitana de Santiago desde el 16 de octubre de 2002 y para las Regiones de Tarapacá, de Valparaíso, del Libertador Bernardo O’Higgins, del Bío-Bío, de los Lagos, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y de la Antártica Chilena, desde el 16 de octubre de 2003."

III.	EVALUACIÓN CRÍTICA DE LA GRADUALIDAD FIJADA.

Se ha podido observar por los equipos técnicos de las diversas instituciones involucradas en la implementación, que la gradualidad señalada ofrece una serie de dificultades de tipo práctico, las que pueden sintetizarse en las siguientes:

1.	En lo relativo a la incompatibilidad entre los plazos de diseño y construcción de los edificios necesarios para que funcionen los tribunales, fiscalías y defensorías, con los plazos de entrada en vigencia de la reforma procesal penal en cada una de las regiones. 

Si analizamos este inconveniente en la Región Metropolitana, estamos hablando de habilitar edificios en toda la ciudad, con los costos respectivos en arrendamiento por todo el período que dura el diseño y construcción de un edificio, que de acuerdo a las estadísticas del Ministerio de Obras Públicas nunca baja de los dos años. Recordemos que en esta región se concentran 23 Juzgados de Garantía y 12 Tribunales del Juicio Oral en lo Penal; una Fiscalía Nacional, 4 Fiscalías Regionales y 23 Fiscalías Locales, y una Defensoría Nacional, 2 Defensorías Regionales y 15 Defensorías Locales.

2.	Por otra parte, los plazos son también insuficientes para formar y capacitar a todo el personal que esta reforma procesal penal requiere. Recordemos, al respecto, que solamente la Región Metropolitana concentra a 152 jueces de garantía, 150 jueces de tribunal del juicio oral en lo penal, 267 fiscales adjuntos, 4 fiscales regionales, 37 defensores locales, 2 defensores regionales, más el personal profesional, técnico, administrativo y auxiliar que ellos requieren. 

3.	Ahora bien, mirando la implementación desde una perspectiva más sustantiva, debemos decir que ella involucra un cambio sustantivo en la manera que el proceso penal se desarrolla, con nuevos diseños organizacionales de las diversas instituciones que participan del sistema de enjuiciamiento criminal, policías, gendarmes, peritos y otros funcionarios públicos incluídos. Ello involucra que de mantenerse la actual gradualidad, la Región Metropolitana entrará en vigencia con el nuevo sistema de enjuiciamiento criminal en plena fase de adaptación, con las incertidumbres que ello genera en los actores más relevantes y en la población, que percibiría al nuevo proceso penal como un cambio cultural todavía sin consolidar, con eventuales fisuras, que podrían someter a la reforma a presiones inconvenientes e incluso forzarla a adoptar decisiones apresuradas, poco fundadas técnicamente.

Finalmente, en esta línea de reflexión, se ha optado por este cambio, permitiendo también que antes de regir en la Región Metropolitana el nuevo sistema de enjuiciamiento criminal, el proyecto de ley de normas adecuatorias al nuevo Código Procesal Penal se convierta en ley de la República y, por ende, sus normas hayan recibido suficiente aplicación, para que se entiendan ya asentadas en las prácticas cotidianas de fiscales, jueces y defensores.

En síntesis, aproximadamente un 40 % de la inversión total, un 41 % de los gastos de operación y un 37 % de la demanda de personal se genera en la Región Metropolitana, concentrándose en ella los proyectos de infraestructura de mayor tamaño y por ende, de mayor plazo de ejecución, lo que unido a la necesaria consolidación y asentamiento de una reforma de la magnitud que enfrentamos, hace inviable llevar adelante la gradualidad establecida en las disposiciones legales citadas.

IV.	PROPUESTA DE CAMBIO DE GRADUALIDAD.

De allí que, conscientes del enorme desafío que significa implementar exitosamente la reforma procesal penal y de manera plenamente responsable, hemos decidido impulsar el presente proyecto de ley, con el objetivo de cambiar la gradualidad antes indicada, de manera que se minimice el impacto del ajuste, limitando la reprogramación a la menor cantidad de regiones. No solamente eso, sino que hemos optado por anticipar la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en tres regiones y postergar su entrada en vigencia sólo en la Región Metropolitana, que es precisamente la que ofrece mayor complejidad desde el punto de vista de la implementación, así como del funcionamiento práctico del sistema.

Se ha asumido, además, por todos los miembros de la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, en especial por el señor Presidente de la Exma. Corte Suprema, por el señor Fiscal Nacional del Ministerio Público y por el señor Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública, y por el Gobierno que encabezo, el compromiso de trabajar para que la Región Metropolitana ingrese al nuevo sistema de enjuiciamiento criminal con todos los edificios necesarios para funcionar, con el personal formado y capacitado, con los sistemas informáticos operando y con un proceso penal ya consolidado gracias a su aplicación práctica en el resto del país. 

De lo que se trata es de hacer posible que el nuevo sistema se instale en las distintas regiones, se efectúe un adecuado seguimiento de su implementación, de manera de detectar a tiempo las principales debilidades y defectos, de modo de poder introducir las correcciones que pudieren estimarse necesarias. De esta manera se posibilitará, además, que las diversas instituciones asuman adecuadamente el impacto de normas legales aprobadas con posterioridad a la fijación del cronograma de la entrada en vigencia en las regiones de Coquimbo y la Araucanía, tales como el sistema de registro, la custodia de la evidencia, la seguridad de tribunales, etc. A su vez, se facilita con ello la correcta, oportuna y completa adecuación de las policías y demás servicios auxiliares de la justicia, tales como Gendarmería de Chile y Servicio Médico Legal, al nuevo sistema procesal penal.

Se ha buscado evitar la existencia de un año de vacancia en la implementación de la reforma, por lo que junto con postergar la Región Metropolitana para el año 2004, se ha optado por adelantar la entrada en vigencia para tres regiones que, de lo contrario, habrían debido esperar hasta el año 2003. Se trata de las regiones de Tarapacá, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y de la Antártica Chilena, esto es, regiones extremas del país, de tamaño y complejidad mediana, que permite consolidar el nuevo sistema a lo largo de todo el país.

V.	PROPUESTA DE AGRUPACION DE INFRAESTRUCTURA, ASOCIADO AL CAMBIO DE GRADUALIDAD.

Por otra parte, se ha planteado también una importante modificación al asentamiento geográfico de los edificios que acogerán a las diversas instituciones involucradas directamente en el proceso penal, tales como fiscalías, tribunales y defensorías.

En efecto, se recoge una de las principales preocupaciones de la ciudadanía, en orden a cautelar la seguridad de los ciudadanos y evitarles los riesgos asociados al traslado de personas imputadas de crímenes y simples delitos.

Con esta finalidad, se propone mantener la actual atribución que en el artículo 43 del Código Orgánico de Tribunales tiene el Presidente de la República para disponer, previo informe de la Corte de Apelaciones respectiva, el territorio jurisdiccional en el que los jueces de la provincia de Santiago ejercerán su competencia en materia criminal. 

De esta manera, se evitará rigidizar en la ley los asientos en que deberán diseñarse y construirse los edificios que requiere la reforma procesal penal en la Región Metropolitana, que como se ha sostenido, concentra el 40 % del total de la inversión en infraestructura. Se permitirá, asimismo, el desarrollo de proyectos inmobiliarios integrales, que contemplen el concepto de seguridad, de manera que los juzgados de garantía, las fiscalías locales, las defensorías y los tribunales del juicio oral en lo penal se construyan alrededor de los establecimientos penitenciarios respectivos.

La presente iniciativa legal, que en lo medular modifica la gradualidad de la entrada en vigencia de la reforma procesal penal y permite la agrupación de los tribunales con competencia en materia penal en la Región Metropolitana de Santiago, ha sido debatida con los miembros de la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, quienes, por unanimidad, han manifestado su plena conformidad con la misma, compartiendo íntegramente sus fundamentos y propuesta normativa.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:



P R O Y E C T O  D E  L E Y:



"Artículo 1º.-	Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:

			1)	Incorpórase, al artículo 29, el siguiente inciso final, nuevo: 

				"En el caso de la Región Metropolitana de Santiago, si debieren proveerse dos o más cargos de fiscal regional, se efectuará un solo concurso público. Los postulantes indicarán el cargo en el que se interesaren y, si nada manifestaren, se entenderá que optan a todos ellos. El pleno conjunto de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel elaborará las ternas en series de dos, de manera que sólo una vez resuelta la primera de ellas por el Fiscal Nacional, confeccione la siguiente. Las propuestas se harán conforme al orden en que éste hubiere determinado la sede y la distribución territorial de las fiscalías. En lo demás, se aplicarán las reglas establecidas en los incisos precedentes.".

			2)	Reemplázase el inciso primero del artículo 4º transitorio, por el siguiente: 

				"Las normas que autorizan al Ministerio Público para ejercer la acción penal pública, dirigir la investigación y proteger a las víctimas y los testigos, entrarán en vigencia con la gradualidad que se indica a continuación:

IV y IX Regiones..................16 de diciembre de 2000.

II, III y VII Regiones............16 de octubre de 2001.

I, XI y XII Regiones..............16 de diciembre de 2002.

V, VI, VIII y X Regiones..........16 de diciembre de 2003.

Región Metropolitana..............16 de diciembre de 2004.".

Artículo 2º.-	Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 19.696, que establece el Código Procesal Penal:

			1)	Reemplázase, en el artículo 392, inciso primero, la frase "Tratándose de faltas que debieren sancionarse sólo con pena de multa", por "Tratándose de faltas respecto de las cuales el fiscal solicite una pena de multa".

			2)	Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 484, por el siguiente: 

				"En consecuencia, regirá para las Regiones de Coquimbo y de la Araucanía, desde el 16 de diciembre de 2000; para las Regiones de Antofagasta, Atacama y del Maule, desde el 16 de octubre de 2001; para las Regiones de Tarapacá, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y de la Antártica Chilena, desde el 16 de diciembre de 2002; para las Regiones de Valparaíso, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Bío-Bío y de Los Lagos, desde el 16 de diciembre de 2003; y para la Región Metropolitana de Santiago, desde el 16 de diciembre de 2004.".

Artículo 3º.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales, en su texto reformado por la Ley Nº 19.665:

			1)	Sustitúyese, en el artículo 1º, el acápite relativo a la Región Metropolitana de Santiago, por el siguiente: 

				"Colina, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

				Puente Alto, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

				San Bernardo, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.

				Melipilla, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro, Alhué, Talagante, El Monte, Isla de Maipo, Peñaflor y Padre Hurtado.

				Curacaví, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Curacaví y María Pinto.

				Santiago, con ciento cincuenta y dos jueces, con la competencia que se les asigne por el Presidente de la República, previo informe de la respectiva Corte de Apelaciones. Estos jueces funcionarán en las unidades jurisdiccionales que se determine, mediante el mismo procedimiento.".

			2)	Modifícase el artículo 4º del siguiente modo:

a) Sustitúyese, en el acápite relativo a la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, el asiento correspondiente a Santa Cruz, por el siguiente: 

				"San Fernando, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de San Fernando, Placilla y Chimbarongo.

				Santa Cruz, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, Pumanque, Nancagua, Lolol y Chépica.".

				b)	Sustitúyese el acápite relativo a la Región Metropolitana de Santiago, por el siguiente: 

				"Colina, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

				Puente Alto, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

				San Bernardo, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.

				Melipilla, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro, Alhué, Curacaví, María Pinto, Talagante, El Monte, Isla de Maipo, Peñaflor y Padre Hurtado.

				Santiago, con ciento cincuenta jueces, con la competencia que se les asigne por el Presidente de la República, previo informe de la respectiva Corte de Apelaciones. Estos jueces funcionarán en las unidades jurisdiccionales que se determine, mediante el mismo procedimiento.".

			3)	Introdúcese, en el inciso final del artículo 7º, a continuación de las expresiones "a otro", la frase "o a un juzgado de garantía".

			4)	Modifícase el artículo 11, que introdujo diversas modificaciones al Código Orgánico de Tribunales, del siguiente modo:

a) Sustitúyese, en el artículo 16, el acápite relativo a la Región Metropolitana de Santiago, por el siguiente: 

				"Colina, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

				Puente Alto, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

				San Bernardo, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.

				Melipilla, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro, Alhué, Talagante, El Monte, Isla de Maipo, Peñaflor y Padre Hurtado.

				Curacaví, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Curacaví y María Pinto.

				Santiago, con ciento cincuenta y dos jueces, con la competencia que se les asigne por el Presidente de la República, previo informe de la respectiva Corte de Apelaciones. Estos jueces funcionarán en las unidades jurisdiccionales que se determine, mediante el mismo procedimiento.".

				b)	Modifícase el artículo 21 de la siguiente manera:

i.- Sustitúyese, en el acápite relativo a la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, el asiento correspondiente a Santa Cruz, por el siguiente: 

				"San Fernando, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de San Fernando, Placilla y Chimbarongo.

				Santa Cruz, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, Pumanque, Nancagua, Lolol y Chépica.".

				ii.-	Sustitúyese el acápite relativo a la Región Metropolitana de Santiago, por el siguiente: 

				"Colina, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

				Puente Alto, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

				San Bernardo, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.

				Melipilla, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro, Alhué, Curacaví, María Pinto, Talagante, El Monte, Isla de Maipo, Peñaflor y Padre Hurtado.

				Santiago, con ciento cincuenta jueces, con la competencia que se les asigne por el Presidente de la República, previo informe de la respectiva Corte. Estos jueces funcionarán en las unidades jurisdiccionales que se determine, mediante el mismo procedimiento.".

				c)	Sustitúyese el artículo 389 G, por el siguiente: 

				"Artículo 389 G.- La autorización del mandato judicial será efectuada por el jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas del respectivo juzgado o tribunal.".



Artículo 4º.-	Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública:

			1)	Sustitúyanse, en el artículo 33, los montos mensuales que se indican a partir de los profesionales grado 5, por los siguientes:

"$	740.414

"$	613.191

"$	584.633

"$	548.325

"$	517.372

"$	487.324

"$	432.346

"$	381.128

"$	335.941

"$	353.502

"$	282.690

"$	248.846

"$	195.296

"$	167.102

"$	99.435

"$	68.796

"$	58.865

"$	48.470

"$	40.085

"$	32.919

"$	29.433

"$	26.824

"$	22.184

"$	18.217

"$	15.254".



			2)	Sustitúyense, en el artículo 3º transitorio, los incisos 2º, 3º, 4º y 5º, por el siguiente inciso 2º, nuevo: 

				"Dentro de los plazos y en las regiones indicadas en el artículo 4º transitorio de la Ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, se conformarán gradualmente las defensorías regionales y locales, de acuerdo con los recursos que se aprueben en las respectivas Leyes de Presupuesto del Sector Público.".".

Dios guarde a V.E.,









		RICARDO LAGOS ESCOBAR

		Presidente de la República









	JOSE ANTONIO GÓMEZ URRUTIA

	Ministro de Justicia







		NICOLAS EYZAGUIRRE GUZMAN

		Ministro de Hacienda
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